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Época: Décima Época  
Registro: 2016144  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de febrero de 2018 10:04 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: II.2o.P. J/10 (10a.)  
 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN EL AMPARO EN MATERIA PENAL. SI EL RECURRENTE SE 
ENCUENTRA PRIVADO DE LA LIBERTAD, Y AL NOTIFICARLE LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ 
FEDERAL, ASIENTA SU INTERÉS POR PROMOVER EL RECURSO QUE CORRESPONDA, ÉSTE 
DEBE TENERSE COMO LEGALMENTE INTERPUESTO, AUN SIN LA EXIGENCIA DE CUMPLIR 
ADICIONALMENTE CON LAS FORMALIDADES PREVISTAS EN LA LEY DE AMPARO 
[ABANDONO DE LA TESIS AISLADA II.2o.P.6 K (10a.)]. 
 
Este Tribunal Colegiado de Circuito, en la tesis aislada II.2o.P.6 K (10a.), de título y subtítulo: 
"RECURSO DE QUEJA. SI SE PROMOVIÓ A TRAVÉS DE LO QUE ASENTÓ EL QUEJOSO EN LA 
CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN PERSONAL DEL AUTO QUE TUVO POR NO INTERPUESTA LA 
DEMANDA DE AMPARO Y NO POR ESCRITO PRESENTADO ANTE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL 
QUE CONOCIÓ DEL JUICIO, AQUÉL ES IMPROCEDENTE (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 
3 DE ABRIL DE 2013).", sostuvo que era requisito de procedencia del recurso de queja, que se 
interpusiera por escrito ante el órgano jurisdiccional que conoció del juicio de amparo, en el que se 
expresaran los agravios correspondientes, sin importar la materia o el asunto en particular de que se 
tratara; sin embargo, en virtud de que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
emitió la tesis aislada 1a. CCLXXVI/2016 (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE RECLAMACIÓN. 
EL REQUISITO RELATIVO A QUE DEBE INTERPONERSE POR ESCRITO, SE COLMA CUANDO EL 
RECURRENTE ESTÁ PRIVADO DE SU LIBERTAD Y EN EL ACTA DE NOTIFICACIÓN DEL AUTO 
IMPUGNADO REALIZADA POR LA AUTORIDAD QUE AUXILIA AL TRIBUNAL AL QUE PERTENECE 
EL PRESIDENTE QUE EMITIÓ EL AUTO IMPUGNADO, MANIFIESTA SU VOLUNTAD DE HACERLO 
VALER.", optó por apartarse de aquella consideración y extender dicho criterio mayormente garantista, 
no sólo tratándose del recurso de reclamación, sino también de otros recursos como el de queja. De 
modo que cuando el recurrente se encuentra privado de la libertad, y al momento de notificársele la 
resolución del Juez Federal, asienta su interés por promover el recurso respectivo (en el caso, el de 
queja), éste debe tenerse como legalmente interpuesto, aun sin la exigencia de cumplir adicionalmente 
con las formalidades previstas en la ley de la materia, como hacerlo por escrito y llenando requisitos 
igualmente de forma, en términos del artículo 99 de la Ley de Amparo, pues al margen de la validez de 
dichas exigencias, que no están en discusión en términos generales, debe estimarse como excepción 
de flexibilidad y criterio de apertura racional por los órganos jurisdiccionales, a fin de garantizar en 
casos igualmente excepcionales, el acceso a la justicia o tutela judicial efectiva que participa del 
derecho al debido proceso, que comprende la posibilidad de contar con un recurso efectivo. Por ende, 
cuando en materia penal se trata de quien se encuentra privado de la libertad, o en condiciones de 
vulnerabilidad específica y destacada -según el caso- y, por ello, se ve en condiciones de restricción o 
limitación a ese ejercicio de hacer valer los medios de impugnación en igualdad de circunstancias 
respecto de los justiciables en general, debe estimarse procedente y suficiente la manifestación que se 
haga al momento de la notificación y revele ese deseo de impugnar la resolución respectiva, pues no 
aceptarlo así, llevaría a dificultar o hacer nugatorio el acceso real a una justicia completa y expedita. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016143  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de febrero de 2018 10:04 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XI.1o.C. J/2 (10a.)  
 
COSTAS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SI EL MONTO DEL INTERÉS MORATORIO 
PACTADO EN EL TÍTULO DE CRÉDITO FUE REDUCIDO EN RAZÓN DEL ESTUDIO OFICIOSO DEL 
JUZGADOR, LA CONDENA NO ES ABSOLUTA Y, POR TANTO, LA RELATIVA A SU PAGO 
DEPENDERÁ DEL PRUDENTE ARBITRIO DEL JUEZ. 
 
De conformidad con la tesis de jurisprudencia 1a./J. 14/98, de rubro: "COSTAS EN UN JUICIO 
EJECUTIVO MERCANTIL. SU PROCEDENCIA CUANDO LA CONDENA EN EL JUICIO FUE 
ÚNICAMENTE PARCIAL, DEPENDERÁ DEL PRUDENTE ARBITRIO DEL JUZGADOR.", la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustentó que al establecer el artículo 1084 del 
Código de Comercio que en el juicio ejecutivo mercantil pagará las costas "...el que fuese condenado en 
juicio ejecutivo...", el término "condenado" debe entenderse en su acepción absoluta o total, y que 
cuando la condena sea únicamente parcial, lo relativo a las costas dependerá del arbitrio judicial en 
torno a la temeridad o mala fe con que pudieren haberse conducido las partes al concurrir al juicio o 
durante su sustanciación. En esas condiciones, si el monto del interés moratorio pactado en el título de 
crédito fue reducido en razón del estudio oficioso efectuado por el juzgador, debe concluirse que la 
condena no es absoluta y, por tanto, la relativa al pago de las costas en el juicio ejecutivo mercantil se 
regirá por el prudente arbitrio del Juez. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016142  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de febrero de 2018 10:04 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VII.2o.C. J/11 (10a.)  
 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS HECHOS VALER POR CUALQUIERA DE LAS 
PARTES EN ASUNTOS DE NATURALEZA FAMILIAR. AUN CUANDO DEBA SUPLIRSE LA 
DEFICIENCIA DE LA QUEJA, ELLO NO IMPLICA QUE PUEDAN DECLARARSE INOPERANTES. 
 
Si bien en materia familiar debe suplirse la deficiencia de la queja, ello no implica que puedan 
declararse inoperantes los conceptos de violación o los agravios hechos valer por cualquiera de las 
partes, porque esto no exime al tribunal de hacer un estudio exhaustivo en suplencia de la queja del 
caso, pero para eso no es necesario plasmar expresamente un análisis oficioso pormenorizado de 
todos los puntos legales que contenga el acto reclamado, sino sólo de aquellos que van a llevar a la 
concesión del amparo y protección de la Justicia Federal, lo anterior, como lo prevé el artículo 79, 
fracción VII, segundo párrafo, de la Ley de Amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016141  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de febrero de 2018 10:04 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.XXVII. J/13 A (10a.)  
 
VALOR AGREGADO. PARA LA PROCEDENCIA DE LA DEVOLUCIÓN DEL IMPUESTO RELATIVO 
DEBE CONSIDERARSE COMO EFECTIVAMENTE PAGADO, EL EROGADO POR EL 
CONSUMIDOR CON MOTIVO DE LA PRESTACIÓN DE UN SERVICIO Y RECIBIDO POR UN 
TERCERO EN REPRESENTACIÓN DEL PROVEEDOR, AUTORIZADO MEDIANTE CONTRATO DE 
MANDATO. 
 
De la interpretación sistemática de los artículos 1o.-B, primer y último párrafos, 5o., fracción III, y 17 de 
la Ley del Impuesto al Valor Agregado, deriva que el impuesto trasladado se considera efectivamente 
pagado, entre otros supuestos, en el momento en que el proveedor contribuyente reciba o acepte el 
pago del consumidor, por cualquier medio que permita obtener el bien o servicio, como tarjetas 
electrónicas o transferencia bancaria, incluso en efectivo, puesto que en ese momento se entiende 
liquidada la operación, conjuntamente con el impuesto causado. Por otra parte, de la interpretación 
armónica de los artículos 2062, 2073, 2074 y 2546 del Código Civil Federal, se advierte que el pago es 
la entrega de la cantidad debida, que debe hacerse al acreedor directamente, o bien, a su legítimo 
representante, a través del mandato, contrato por virtud del cual el mandatario recibe por cuenta del 
mandante proveedor, el pago respectivo del deudor, extinguiéndose así la obligación contraída por este 
último. En ese tenor, es válido que el pago efectuado por el consumidor de la prestación del servicio sea 
recibido por un tercero en representación del proveedor, a través de un contrato de mandato, para 
considerar que el impuesto al valor agregado trasladado fue "efectivamente pagado", para la 
procedencia de su devolución, sin que el consumidor tenga que demostrar, además, que el tercero 
desplazó el importe al proveedor, pues pensar de esa manera sería tanto como desconocer la figura 
jurídica del mandato, mediante el cual este último acepta el pago para tener por liquidada la operación, 
conjuntamente con el impuesto causado. 
 
PLENO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016140  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Materia(s): (Civil)  
Tesis: PC.I.C. J/62 C (10a.)  
 
TIRAS AUDITORAS CERTIFICADAS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 100 DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO. CUANDO SE EXHIBEN EN JUICIO DICHOS REGISTROS 
ELECTRÓNICOS DEBEN ACOMPAÑARSE CON EL DOCUMENTO QUE ACREDITE LA 
PERSONALIDAD Y LAS FACULTADES DEL FUNCIONARIO QUE LAS CERTIFICA. 
 
El artículo 100, párrafo segundo, de la Ley de Instituciones de Crédito dispone dos reglas para la 
certificación de la reproducción de documentos que pueden realizar las instituciones de crédito, la 
primera, que sea elaborada por funcionario autorizado y, la segunda, que la certificación se encuentre 
debidamente realizada. Por lo que hace a la primera, se estima que "funcionario autorizado" es aquel 
que labora para una institución bancaria, al cual el órgano rector de ésta le confiere facultades para 
certificar; y por lo que hace a la segunda, "debidamente certificado" debe entenderse como la obligación 
que tienen los funcionarios autorizados al momento de realizar la certificación respectiva, consistente en 
especificar los elementos necesarios para otorgar certeza jurídica de que la persona que certificó el 
documento se encuentra facultada para ello, por ejemplo, su nombre, el cargo que desempeña, el 
documento que lo faculta para certificar, su firma autógrafa y la fecha en que realiza la certificación. 
Asimismo, con relación a lo anterior, se considera que no basta que se plasmen los datos mencionados, 
pues puede darse el caso de que quien certifica no esté facultado para ello, por lo que esa obligación se 
relaciona con el deber de acreditar la personalidad y las facultades de quien realizó la certificación, ya 
que una vez satisfechos tales elementos, la parte contraria podrá controvertir la certificación realizada 
por dicho funcionario. En ese sentido, atento al artículo 90 de la Ley de Instituciones de Crédito, los 
entes bancarios pueden acreditar la personalidad y las facultades de sus funcionarios autorizados con 
la certificación del nombramiento, la cual puede ser expedida por el secretario o el prosecretario del 
mismo consejo de administración o del consejo directivo, nombramiento que debe estar inscrito en el 
Registro Público de Comercio. Por tanto, corresponde a las instituciones crediticias acompañar a la 
certificación que refiere el artículo 100 citado, el documento por el cual facultó a su funcionario para 
certificar. Lo anterior, si se toma en consideración que las instituciones de crédito tienen mayor facilidad 
de acreditar las facultades con las que cuentan sus funcionarios para certificar, atendiendo a los 
principios de facilidad y proximidad probatoria. En suma, cuando en juicio se presenten copias 
certificadas de las tiras auditoras que constituyen registros electrónicos mediante los cuales se 
almacena la información relativa a las operaciones efectuadas electrónicamente a través del dispositivo 
de acceso de autoservicio que permite realizar consultas y operaciones diversas tales como la 
disposición de dinero en efectivo, aquéllas deben acompañarse con el documento que acredite la 
personalidad y las facultades del funcionario autorizado en términos del artículo 90 de la Ley de 
Instituciones de Crédito. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Registro: 2016139  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.II.P. J/6 P (10a.)  
 
OMISIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA INVESTIGACIÓN DE LOS DELITOS. A LAS 
VÍCTIMAS U OFENDIDOS DEL DELITO NO LES RESULTA EXIGIBLE AGOTAR EN SU CONTRA EL 
MEDIO ORDINARIO DE IMPUGNACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 150, FRACCIÓN XIV, DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE MÉXICO ABROGADO, 
PREVIAMENTE A PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, POR ESTIMARSE OPTATIVO. 
 
Las omisiones del Ministerio Público en la investigación de los delitos actualizan una hipótesis de 
procedencia del juicio de amparo indirecto, en términos del artículo 107, fracción VII, de la Ley de 
Amparo, y que por la naturaleza penal de esas abstenciones, así como del carácter del Ministerio 
Público que las produce al tratarse de una autoridad distinta de los tribunales judiciales, administrativos 
o del trabajo, las reclamadas a través del juicio de amparo encuadran en los supuestos de excepción al 
principio de definitividad contenido en los preceptos 107, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 61, fracción XX, del ordenamiento secundario mencionado, al señalar que 
no existe obligación de agotar los recursos ordinarios contra dichos actos cuando la norma no regule la 
suspensión del acto reclamado o al hacerlo exija mayores requisitos o plazos para otorgarla conforme a 
la ley especial, y también cuando el acto reclamado carezca de fundamentación y motivación o cuando 
sólo se aleguen violaciones directas a la Constitución Federal. Ahora bien, estas excepciones no se 
excluyen por el hecho de que en el artículo 20, apartado C, fracción VII, constitucional, se prevea que 
las víctimas u ofendidos tienen derecho a impugnar ante el Juez de Control tales omisiones, pues en 
realidad esa disposición contempla un derecho del gobernado y una obligación para el legislador 
secundario, pero no se erige como una causal de improcedencia. En consecuencia, conforme al 
principio de definitividad, contra las omisiones referidas es optativo para las víctimas u ofendidos agotar 
el medio ordinario de impugnación previsto en el artículo 150, fracción XIV, del Código de 
Procedimientos Penales (abrogado) previamente a promover el juicio de amparo indirecto. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016138  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.XXVII. J/14 A (10a.)  
 
MULTA POR INFRACCIONES DE TRÁNSITO EN CARRETERAS FEDERALES. LA DEROGACIÓN 
DEL ARTÍCULO 30 BIS DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y 
LA ABROGACIÓN DEL REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA, 
NO IMPLICAN LA ABROGACIÓN DE LOS ACUERDOS 01/2010 Y 01/2011, EMITIDOS POR 
AUTORIDADES DE DICHA SECRETARÍA. 
 
La derogación del artículo 30 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, por decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 2 de enero de 2013, y la abrogación del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Seguridad Pública, por el artículo segundo transitorio del Reglamento Interior 
de la Secretaría de Gobernación, publicado el 2 de abril de 2013, en el mismo medio oficial de difusión, 
no implican la abrogación del Acuerdo 01/2010 del Titular de la División de Seguridad Regional de la 
Policía Federal, por el que se expiden Lineamientos de operación para la imposición de sanciones por 
violación a las disposiciones legales en materia de tránsito, autotransporte federal, sus servicios 
auxiliares y transporte privado, y del Acuerdo 01/2011 del Secretario de Seguridad Pública, por el que 
se determinan las circunscripciones estatales de la Policía Federal, publicados en el medio de difusión 
oficial indicado el 19 de octubre de 2010 y el 15 de febrero de 2011, respectivamente, pues, por una 
parte, las facultades otorgadas a la autoridad administrativa, que justifican la emisión de esos acuerdos, 
no se oponen al Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación vigente, ya que conforme a los 
artículos 6, fracción XXV, y 13, fracción XVIII, del Reglamento de la Ley de la Policía Federal, el 
Secretario de Gobernación, a propuesta del Comisionado General de la Policía Federal, determinará las 
circunscripciones territoriales en las que tendrán competencia las coordinaciones estatales de esa 
institución policial (competencia territorial establecida en el Acuerdo 01/2011); y el titular de la División 
de Seguridad Regional de la Policía Federal conservó su facultad para expedir los lineamientos de 
operación para la imposición de las sanciones por violación a las disposiciones legales que regulan el 
tránsito en caminos y puentes federales, así como de autotransporte federal, sus servicios auxiliares y 
transporte privado (competencia material prevista en el Acuerdo 01/2010). Por otra parte, porque las 
atribuciones enunciadas en la fracción X del artículo 30 Bis de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal y los numerales 3, fracción XXIX, inciso a), 8, fracción XV, y 39, fracción I, del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad Pública, ahora encuentran su formulación normativa 
en los artículos 27, fracción XV, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 2, apartado C, 
fracción XII, 5, fracciones XV y XXII, y 123 del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación, es 
decir, aun cuando se derogaron los enunciados normativos, las normas que otorgan las facultades que 
sirven de apoyo para el contenido de los Acuerdos 01/2010 y 01/2011 se encuentran vigentes en la 
formulación expresada en el Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación, en vigor a partir del 3 
de abril de 2013. 
 
PLENO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Registro: 2016137  
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.XXVII. J/15 A (10a.)  
 
MULTA POR INFRACCIONES DE TRÁNSITO EN CARRETERAS FEDERALES. LA AUTORIDAD 
INCUMPLE LA OBLIGACIÓN DE FUNDAR ADECUADAMENTE SU COMPETENCIA MATERIAL Y 
TERRITORIAL PARA IMPONER LA SANCIÓN, SI SE APOYA EN DISPOSICIONES QUE REMITEN 
DIRECTA E INDIRECTAMENTE A LEGISLACIÓN DEROGADA O ABROGADA. 
 
La autoridad administrativa (Policía Federal) incumple la obligación de fundar su competencia material y 
territorial para imponer multa por infracciones de tránsito en carreteras federales, cuando se limita a 
citar el Acuerdo 01/2010, del Titular de la División de Seguridad Regional de la Policía Federal, por el 
que se expiden Lineamientos de operación para la imposición de sanciones por violación a las 
disposiciones legales en materia de tránsito, autotransporte federal, sus servicios auxiliares y transporte 
privado (competencia material) y el Acuerdo 01/2011 del Secretario de Seguridad Pública, por el que se 
determinan las circunscripciones territoriales en las que tendrán competencia las coordinaciones 
estatales de la Policía Federal (competencia territorial), publicados en el Diario Oficial de la Federación 
el 19 de octubre de 2010 y el 15 de febrero de 2011, respectivamente, ya que constituye una remisión 
directa e indirecta a legislación derogada y abrogada, sin que justifique la ultractividad de los acuerdos 
aludidos y la traslación de facultades de la Secretaría de Seguridad Pública a la Secretaría de 
Gobernación, con motivo de la extinción de aquélla. 
 
PLENO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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EMBARGO. LA RESOLUCIÓN QUE LO DEJA INSUBSISTENTE ES UN ACTO DE EJECUCIÓN 
IRREPARABLE RESPECTO DEL CUAL PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
Conforme al artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, tienen ejecución de imposible reparación los 
actos que afectan materialmente derechos sustantivos tutelados por la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; 
por otro lado, el derecho de acceso a la jurisdicción se ha definido como el derecho público subjetivo 
que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera 
expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, 
con el fin de que, a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la 
pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión. Así, la resolución que deja insubsistente 
el embargo en un juicio ejecutivo mercantil es un acto de ejecución irreparable, respecto del cual 
procede el juicio de amparo indirecto, pues se afectan los derechos patrimoniales del quejoso, 
entendiendo al embargo como una extensión del derecho del crédito, y éste como un objeto que forma 
parte del patrimonio del acreedor, además, porque tal medida precautoria tiene como fin efectivizar la 
sentencia que resuelva el juicio ejecutivo mercantil, esto es, una de las tres prerrogativas que integran 
el derecho fundamental de acceso a la tutela jurisdiccional reconocido por el artículo 17 constitucional. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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DOCUMENTOS CERTIFICADOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 100 DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO. DEBEN SER EXPEDIDOS POR FUNCIONARIO AUTORIZADO POR 
LA INSTITUCIÓN BANCARIA CON NOMBRAMIENTO INSCRITO EN EL REGISTRO PÚBLICO DE 
COMERCIO Y NO POR APODERADO LEGAL, EN VIRTUD DE QUE NO REÚNE LAS EXIGENCIAS 
DEL ARTÍCULO 90 DE LA LEY CITADA. 
 
El artículo 100 de la Ley de Instituciones de Crédito es taxativo al señalar que las certificaciones a que 
se refiere únicamente pueden realizarlas los funcionarios autorizados por la entidad financiera para tal 
efecto, es decir, no dio cabida a interpretación acerca de la persona que debe elaborar la certificación 
referida, lo que se justifica interpretando el artículo 90 de la misma ley, el cual dispone que el 
nombramiento otorgado a los funcionarios autorizados debe ser inscrito en el Registro Público del 
Comercio previa ratificación de firmas ante fedatario público del documento auténtico en el que conste 
el nombramiento respectivo. En ese sentido, de la interpretación armónica de ambos preceptos, se 
advierte que el legislador federal previó que el nombramiento del funcionario bancario facultado por 
dicha institución para cumplir determinadas obligaciones, debía estar inscrito ante el Registro Público de 
Comercio, porque de esta manera se evita que las entidades bancarias deliberadamente otorguen 
nombramientos y faculten a cualquier empleado, dependiente o incluso a un tercero ajeno a la 
organización de la entidad crediticia, según sus intereses; protegiendo a su vez, la certeza de las 
certificaciones llevadas ante las autoridades, pues con dicha disposición se tiene mayor certidumbre 
sobre las certificaciones realizadas por los funcionarios bancarios facultados para ello. Por tanto, la 
certificación realizada al amparo del artículo 100 de la Ley de Instituciones de Crédito sólo puede 
llevarla a cabo un funcionario de la institución bancaria previamente autorizado para tal efecto y cuyo 
nombramiento esté inscrito en el Registro Público del Comercio, no así el apoderado legal del banco, 
que en la mayoría de las ocasiones no es funcionario de éste, por lo que carece de facultades para ello, 
pues de hacerlo, podría violentarse el secreto bancario contemplado en el artículo 142 de la ley 
mencionada, toda vez que tendría acceso a la información que se encuentra bajo resguardo y sigilo de 
la institución de crédito. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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ABOGADO PATRONO DESIGNADO EN UN JUICIO CIVIL, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 25 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE PUEBLA. AL EQUIPARARSE 
LEGALMENTE A UN MANDATARIO O PROCURADOR JUDICIAL, ESTÁ LEGITIMADO PARA 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO EN NOMBRE DE SU PATROCINADO 
 
El abogado patrono designado en términos del precepto citado se equipara legalmente a un procurador 
o mandatario judicial, con todas las facultades que los artículos 2474 a 2505 del Código Civil para el 
Estado de Puebla establecen para los de su especie, lo que dota a las partes en litigio de un patrocinio 
real y adecuado que garantiza la óptima defensa de sus intereses. Por tanto, en términos del artículo 
6o. de la Ley de Amparo, dicho representante está legitimado para promover la acción constitucional en 
nombre de su patrocinado, bastándole acreditar que la autoridad responsable le reconoció ese carácter 
en el procedimiento civil donde fue designado para que, conforme al artículo 11 de la ley mencionada, 
se admita su personalidad en el juicio de amparo, pues es la propia ley que lo regula, la que permite 
que esa representación se prolongue en la instancia constitucional, cuya personalidad queda acreditada 
en términos del artículo 10, primer párrafo, de ese ordenamiento, a fin de hacer sencillo y efectivo el 
acceso a la justicia constitucional. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 
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TEST DE PROPORCIONALIDAD DE LAS LEYES FISCALES. LA INTENSIDAD DE SU CONTROL 
CONSTITUCIONAL Y SU APLICACIÓN, REQUIEREN DE UN MÍNIMO DE JUSTIFICACIÓN DE LOS 
ELEMENTOS QUE LO CONFORMAN. 
 
El test de proporcionalidad es un procedimiento interpretativo para resolver conflictos de normas 
fundamentales, apoyado en los principios de igualdad e interdicción de la arbitrariedad o exceso, 
previstos en los artículos 1o., 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
que requiere llevar a cabo, en primer lugar, un juicio de igualdad mediante la equiparación de supuestos 
de hecho que permitan verificar si existe o no un trato injustificado; en segundo lugar, el principio de 
proporcionalidad se conforma de tres criterios relativos a que la distinción legislativa: a) persiga una 
finalidad objetiva y constitucionalmente válida; b) resulte adecuada o racional, de manera que constituya 
un medio apto para conducir al fin u objetivo perseguido, existiendo una relación de instrumentalidad 
medio-fin; y, c) sea proporcional. Ahora, en materia tributaria la intensidad del escrutinio constitucional 
es flexible o laxo, en razón de que el legislador cuenta con libertad configurativa del sistema tributario 
sustantivo y adjetivo, de modo que para no vulnerar su libertad política, en campos como el 
mencionado, las posibilidades de injerencia del Juez constitucional son menores y, por ende, la 
intensidad de su control se limita a verificar que la intervención legislativa persiga una finalidad objetiva 
y constitucionalmente válida; la elección del medio para cumplir esa finalidad no conlleva exigir al 
legislador que dentro de los medios disponibles justifique cuál de todos ellos cumple en todos los 
grados (cuantitativo, cualitativo y de probabilidad) o niveles de intensidad (eficacia, rapidez, plenitud y 
seguridad), sino únicamente determinar si el medio elegido es idóneo, exigiéndose un mínimo de 
idoneidad y que exista correspondencia proporcional mínima entre el medio elegido y el fin buscado que 
justifique la intervención legislativa diferenciada entre los sujetos comparables. 
 
SEGUNDA SALA 
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